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Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D. C.
Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C.,

Exp. No. 110014003038-2022-00540-00

PROCESO: EJECUTIVO
DEMANDANTE: NESTOR JAIME BOTERO MEJIA
DEMANDADO: JESUS ALBERTO CORTES PARADA

Sería  del  caso  entrar  a  verificar  si  hay  lugar  o  no  a  librar  el

mandamiento  de  pago,  pero  por  cuantía  del  asunto  y  con  base  en  el

artículo  17,  parágrafo Del  código  General  del  Proceso,  debe  ser

conocido por el Juez Civil de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de

Bogotá (reparto),  debido a que las pretensiones son de mínima cuantía,

(incluido capital  e intereses hasta la fecha de radicación de la demanda) la

cual no debe superar los 40 smlmv ($ 40.000.000) m/cte., según el Art.

25 del Código General del Proceso. 

Con  lo  anterior  y  en  aplicación  al  Aart.  90  del  Código  General  del
Proceso, se resuelve:

PRIMERO- Rechazar la demanda por competencia (factor cuantía).

SEGUNDO-  Envíese  el  expediente  al  Juez  Civil  de  Pequeñas  Causas  y
Competencia Múltiple de Bogotá D.C. –zona centro-  (reparto)

NOTIFIQUESE, 

DAVID ADOLFO LEON MORENO
JUEZ

Firmado Por:



 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D. C.
Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C., 

Exp. No. 110014003038-2022-00542-00
Insolvencia de persona natural no comerciante
De Claribel Rodríguez Norato

Vista la solicitud que antecede y como quiera que en el presente asunto se

está  ante  la  hipótesis  consagrada  en  el  numeral  1º  del  artículo  563  del

Código General del Proceso, en tanto que se declaró fracasada la negociación

de deudas en la etapa de negociación directa del deudor, de acuerdo a lo

previsto en el canon 564 ibídem, el Despacho

RESUELVE

PRIMERO-  DAR APERTURA al proceso de LIQUIDACIÓN PATRIMONIAL de

los bienes y haberes de la deudora Claribel Rodríguez Norato, identificada

con C.C. No. 52.197.703, de acuerdo con lo regulado por el capítulo IV, título

IV del Libro Tercero de la Ley 1564 de 2012.

SEGUNDO- De conformidad con lo previsto en el inciso 1º del numeral 1º del

artículo 48 del Código General del Proceso, concordante con el canon 47 del

Decreto  2677  de  2012  se  DESIGNA  como  liquidador  a  Paola  Alexandra

Angarita Pardo; E-mail  alixanga7811@gmail.com; Dirección Calle 167A #

48-20 INT. 1 APTO.201; quien hace parte de la lista de liquidadores clase C

de  la  Superintendencia  de  Sociedades.  Comuníquesele  su  nombramiento

atendiendo lo normado en el artículo 49 ibídem, y si acepta, désele debida

posesión del cargo. Igualmente, se fija la suma de $350.000,oo, a título de

honorarios  provisionales,  que  deberán  ser  sufragados  por  el  interesado

dentro de los cinco (5) días siguientes a la posesión del precitado liquidador

TERCERO- ORDENAR al liquidador que dentro del término señalado en el

numeral  2º  del  artículo  564  del  Código  General  del  Proceso,  proceda  a

mailto:alixanga7811@gmail.com


efectuar las notificaciones de las que trata dicha norma y, para que publique

un aviso en el que convoque a los acreedores del deudor. La publicación de

rigor podrá hacerse en los diarios de amplia circulación “EL TIEMPO”, “EL

ESPECTADOR” o “LA REPÚBLICA”.

Cumplido lo anterior se procederá de conformidad con el inciso 5º y 6º del

canon 108 del Código General del Proceso en concordancia con lo previsto en

el artículo 5º del Acuerdo n.º PSAA14-10118 de la Sala Administrativa del

Consejo Superior de la Judicatura.

CUARTO- ORDENAR al  liquidador  que dentro del  término señalado en el

numeral 3º del artículo 564 ejusdem, proceda a efectuar la actualización del

inventario valorado de los bienes del deudor, con estricto seguimiento de los

parámetros de valuación indicados en el inciso 2º ibídem; esto es, teniendo

como base  la  relación  presentada  por  la  hoy  sujeta  de  liquidación  en  la

solicitud de negociación de deudas. 

QUINTO- Líbrese oficio circular para los Juzgados Civiles Municipales y/o

Circuito de Familia de esta capital, con el fin de que remitan, si es del caso,

los procesos ejecutivos que se adelanten en contra de  Claribel Rodríguez

Norato, identificada con C.C. No. 52.197.703. Para lo pertinente, solicítese

la colaboración de la Oficina de Apoyo Judicial para los Juzgados Civiles y de

Familia de la Dirección Seccional de Administración Judicial, para que por

su conducto se haga llegar a los distintos juzgados el oficio antes ordenado.

SEXTO- ADVERTIR a todos los deudores del concursado que sólo paguen al

liquidador, so pena de ineficacia de aquél pago hecho a persona distinta.

SÉPTIMO-  ADVERTIR  a  la  deudora  Claribel  Rodríguez  Norato,  de  los

efectos  que  conlleva  la  apertura  de  la  liquidación  patrimonial  y  de  las

prohibiciones de hacer pagos, compensaciones, daciones en pago, arreglos,

desistimientos,  allanamientos,  terminaciones  unilaterales  o  de  mutuo

acuerdo  de  procesos  en  curso,  conciliaciones  o  transacciones  sobre

obligaciones anteriores a la apertura de la liquidación, ni sobre los bienes

que a dicho momento se encuentran en su patrimonio; así como los efectos

de la presente providencia que en adelante lo afecten conforme a lo previsto

en el artículo 565 del Código General del Proceso.



OCTAVO- Por Secretaría ofíciese a las centrales de riesgo de la apertura del

proceso  de  liquidación  patrimonial  de  la  referencia  en  cumplimiento  del

mandato contenido en el inciso 1º del artículo 573 del Código General del

Proceso.

NOTIFIQUESE, 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO

JUEZ

Firmado Por:

 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL
DE BOGOTÁ D. C.

Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C.,

Exp. No. 110014003038-2022-00546-00

PROCESO: EJECUTIVO
DEMANDANTE: Jennifer Alexandra Guerrero Castillo
DEMANDADO: Maicol Stiven Sánchez Quemba

Sería del caso entrar a verificar si hay lugar o no a librar el mandamiento

de  pago,  pero  por  cuantía  del  asunto  y  con  base  en  el  artículo  17,

parágrafo del Código General del Proceso, debe ser conocido por el Juez

Civil  de  pequeñas  causas  y  competencia  Múltiple  de  Bogotá  (reparto),

debido a que las pretensiones son de mínima cuantía (incluido capital e

intereses causados a la fecha de presentación de la demanda), la cual no

debe superar los 40 smlmv ($ 40.000.000) m/cte., según el Art. 25 del

Código Generla del Proceso. 

Por lo anterior y en aplicación al Art. 90 del Código General del Proceso,
se resuelve.

PRIMERO- Rechazar la demanda por competencia (factor cuantía).

SEGUNDO- Envíese el expediente a los Jueces Civiles de Pequeñas Causas
y Competencia Múltiple de Bogotá D.C. –zona centro- (reparto).

NOTIFIQUESE,

DAVID ADOLFO LEON MORENO
JUEZ

Firmado Por:



 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D. C.
Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C., 

Exp. No. 110014003038-2022-00548-00

PROCESO: Garantía Mobiliaria
DEMANDANTE: BANCOLOMBIA S.A.
DEMANDADO: BLAS EMILIO MOLINA MUÑOZ

Entraría el Despacho a resolver sobre la solicitud de aprehensión y entrega
del  vehículo  identificado  con  placa  JPT-826  dentro  del  trámite  de  la
referencia, de no ser porque se advierte que carece de competencia para
tramitar  el  presente  asunto,  pues  si  bien  esta  actuación  no  tienen  en
cuenta el fuero personal para terminar el factor territorial, lo cierto es que
la  Sala  de  Casación  Civil  de  la  Corte  Suprema de  Justicia1,  al  dirimir
conflictos de competencia ha aplicado el fuero real (núm. 7° art. 28 CGP),
por  lo  que  debe  verificarse  el  lugar  en  donde  se  encuentra  el  bien,
basándose en los elementos de convicción aportados junto con la solicitud. 

“(…)  en  ese  laborío  fluye  que  el  contexto  más próximo  y  parecido  al  que
regulan los artículos 57 y 60 de la Ley 1676 de 2013 es el previsto en el
numeral 7° del artículo 28 del Código General del Proceso, en cuanto allí se
instituye, se itera, el criterio según el cual la asignación se determina por la
ubicación  de  los  bienes,  cuando  la  acción  abrigue  “derechos  reales”.  En
consecuencia  las  diligencias  de  este  linaje  se  atribuyen  a  los  Juzgado
Civiles Municipales o Promiscuos Municipales según sea en caso, de
donde  estén  los  muebles  garantizadores  del  cumplimiento  de  la
obligación.  1  ”      

Así mismo, la Corte en relación con los principios de economía procesal e
inmediación  los  cuales  rigen  en  todos  los  procesos  sin  importar  su
naturaleza señalo que: 

  “5. Finalmente, es necesario mencionar, que si bien en el pasado la Corte
aplicó  el  numeral  14 del  artículo 28 del  Código  General  del  Proceso para
resolver conflictos de competencia atinentes a diligencias de «aprehensión y
entrega»2  , un replanteamiento del tema ha llevado a cambiar ese criterio,
para en definitiva  entender  que en esa  clase  de peticiones  propias de la
modalidad de pago directo prevista en el artículo 60 de la Ley de garantías
Mobiliarias,  ciertamente  se  está  haciendo  ejercicio  del  derecho  real  de
prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito sin necesidad de
acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y entregue el bien
pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de ideas, la regla
de competencia territorial, que de manera más cercana encaja en el
caso, es la del numeral 7º del artículo 28 de la Ley 1564 de 2012, la

1 Corte Suprema de Justicia, Auto AC747 de 28 de Febrero de 2018
2 Corte Suprema de Justicia, providencia del 2 de abril de 2019, No. AC1184-2019



que a su vez posibilita cumplir con principios como los de economía
procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a quien mejor y
más  fácil  le  queda  disponer  lo  necesario  para  la  «aprehensión  y
entrega» es, sin duda, al del sitio en el que esté el bien objeto de la
diligencia.

Del mismo modo, en jurisprudencia reciente, se indicó:

 “(…) Es necesario mencionar que si bien en el pasado la Corte aplicó
el numeral 14 del artículo 28 del Código General del Proceso para
resolver  conflictos  de  competencia  atinentes  a  diligencias  de
“aprehensión  y  entrega” 5,  un  replanteamiento  del  tema  ha  llevado  a
cambiar  ese  criterio,  para  en  definitiva  entender  que  en  esa  clase  de
peticiones propias de la modalidad de pago directo prevista en el artículo 60
de la Ley de garantías Mobiliarias, ciertamente se está haciendo ejercicio del
derecho real de prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito sin
necesidad de acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y
entregue el bien pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de
ideas, la regla de competencia territorial, que de manera más cercana encaja
en el caso, es la del numeral séptimo del artículo 28 de la Ley 1564 de
2012, la que a su vez posibilita cumplir con principios como los de
economía procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a quien
mejor y más fácil le queda disponer lo necesario para la “aprehensión
y entrega” es, sin duda, al del sitio en el que esté el bien objeto de la
diligencia. 

Adicional, indicó:

Además,  la  anterior  inferencia  es  la  que  mejor  se  aviene  con  la
garantía del derecho al debido proceso, porque al acercar ubicación
de bien con domicilio de la obligada, se permite a esta última ejercer
de mejor manera su derecho de defensa.

(…)

Como corolario de lo expresado, debe acudirse al precitado foro privativo de
competencia y remitirse el caso al estrado donde se encuentra o debe
ubicarse el bien pignorado, esto es, la ciudad de Popayán conforme señala
el numeral séptimo del artículo 28 del Código General del Proceso, para que le
dé el trámite que legalmente corresponda, y se pondrá al tanto de ello a la
otra sede judicial involucrada”3.

En el caso bajo estudio se verifica que el vehículo sobre el cual versa la
solicitud de aprehensión y entrega se encuentra bajo posesión material y
única del  deudor  garante,  es  decir,  tiene la  «tenencia [...]  con ánimo de
señor o dueño» (art.  762 CC), el cual según los datos suministrados en el
escrito  de  demanda y  en  los  anexos  aportados  tiene  su domicilio  en  el
municipio de  GIRARDOTA-ANTIOQUIA, en la dirección  CARRERA 43ª
#7-50a

3Corte  Suprema de  Justicia,  Sala  de  Casación Civil,  Radicación N.°  11001-02-03-000-
2021-00556-00; AC1979-2021 M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. 



Por  lo  anterior,  resulta  más  que  claro  que  el  automotor  se  encuentra
habitualmente en el  domicilio del  deudor porque allí  tiene su  «ánimo de
permanencia»  (art.  76  ibídem),  razón  por  la  que  deberá  rechazarse  la
actuación y remitirse a los  Juzgados Civiles Municipales del municipio
de  Girardota-Antioquia  para  lo  de  su  competencia  (art.  90  CGP),  en
consecuencia, el Juzgado. 

Así las cosas, el Juzgado Treinta y Ocho Civil Municipal de Bogotá D.C., de
conformidad  con  el  inciso  segundo,  artículo  90  del  Código  General  del
Proceso,

RESUELVE:

            1. RECHAZAR la presente solicitud de aprehensión y entrega del
vehículo identificado con placa  JPT-826,  en razón de lo expuesto en la
parte motiva de esta providencia. 

           2. ENVIAR a los Juzgados Civiles Municipales del municipio de
Girardota-Antioquia,  dejándose  las  constancias  del  caso.  Para  lo  cual
deberá ser enviada mediante el uso de las tecnologías (correo electrónico).
Ofíciese.

NOTIFÍQUESE, 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO
Juez

Firmado Por:



 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D. C.
Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C.,

Exp. No. 110014003038-2022-00554-00

PROCESO: Divisorio

DEMANDANTE: HELMUT ANDRÉS GÓMEZ CABRERA

DEMANDADO: URIEL DE JESÚS GÓMEZ DÍAZ y MARÍA 

DOLORES CABRERA ROJAS. 

Revisado el expediente, se logra observar, que el bien objeto de la acción,

se encuentra gravado con patrimonio de familia,  esto según el  folio  de

matrícula  inmobiliaria  en  la  anotación  No.  6  (Anx.  01,  fl.  419).  La

constitución del patrimonio de familia, está regulado por la ley 70 de 1931,

que en su artículo 23, describe la forma en la que debe procederse para la

cancelación de la inscripción o la enajenación del bien inmueble gravado.

Téngase que, en el expediente, no reposa prueba alguna que acredite que

la constitución de patrimonio de familia se haya cancelado o realizado el

trámite para su enajenación de acuerdo como la ley lo ordena. Lo anterior,

tiene una gran relevancia, ya que el presente proceso busca la venta del

bien, para que entre los comuneros se reparta el producto; por ende, no

puede enajenarse el inmueble que tiene la constitución de patrimonio de

familia sin el obedecimiento de las normas que rigen dicha materia.

Con todo, y en aplicación del canon 90 del Código General del Proceso,

este despacho 

RESUELVE

INADMITIR la  presente  demanda,  para  que  en  término  de  cinco  (5)

subsane, so pena de rechazo, de acuerdo a los siguiente,



PRIMERO-  ACREDITE que la constitución de patrimonio de familia fue

cancelada o que se procedió como lo ordena la ley 70 de 1931 (al respecto

ver sentencia de tutela STC694603-2020 del 6 de mayo de 2020. MP. Luis

Armando Tolosa Villabona).

SEGUNDO-  De  acuerdo  a  lo  anterior,  ANEXE  el  registro  de  matrícula

inmobiliaria actualizado, donde aparezca la cancelación de la limitación de

dominio.

TERCERO-  Manifieste  bajo  la  gravedad  de  juramento,  que  los  correos

electrónicos mencionados pertenecientes a los demandados, son utilizados

por estos para notificar; así mismo, debe manifestar cómo los obtuvo y las

respectivas evidencias. De conformidad con el artículo 8 de la ley 2213 de

2022

CUARTO- ACREDITE que el correo electrónico aportado por el apoderado

de la parte demandante, corresponde al inscrito en el Registro Nacional de

Abogados, de conformidad con el artículo 5 de la ley 2213 de 2022.

NOTIFIQUESE,

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO

JUEZ

Firmado Por:

 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL
DE BOGOTÁ D. C.

Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C., 

Exp. No. 110014003038-2022-00560-00

PROCESO: Garantía Mobiliaria
DEMANDANTE: BANCO DAVIVIENDA S.A.
DEMANDADO: RAUL ANDRES GARCIA GUERRA

Entraría el Despacho a resolver sobre la solicitud de aprehensión y entrega
del  vehículo  identificado  con  placa  SDU-033  dentro  del  trámite  de  la
referencia, de no ser porque se advierte que carece de competencia para
tramitar  el  presente  asunto,  pues  si  bien  esta  actuación  no  tienen  en
cuenta el fuero personal para terminar el factor territorial, lo cierto es que
la  Sala  de  Casación  Civil  de  la  Corte  Suprema de  Justicia1,  al  dirimir
conflictos de competencia ha aplicado el fuero real (núm. 7° art. 28 CGP),
por  lo  que  debe  verificarse  el  lugar  en  donde  se  encuentra  el  bien,
basándose en los elementos de convicción aportados junto con la solicitud. 

“(…)  en  ese  laborío  fluye  que  el  contexto  más próximo  y  parecido  al  que
regulan los artículos 57 y 60 de la Ley 1676 de 2013 es el previsto en el
numeral 7° del artículo 28 del Código General del Proceso, en cuanto allí se
instituye, se itera, el criterio según el cual la asignación se determina por la
ubicación  de  los  bienes,  cuando  la  acción  abrigue  “derechos  reales”.  En
consecuencia  las  diligencias  de  este  linaje  se  atribuyen  a  los  Juzgado
Civiles Municipales o Promiscuos Municipales según sea en caso, de
donde  estén  los  muebles  garantizadores  del  cumplimiento  de  la
obligación.  1  ”      

Así mismo, la Corte en relación con los principios de economía procesal e
inmediación  los  cuales  rigen  en  todos  los  procesos  sin  importar  su
naturaleza señalo que: 

  “5. Finalmente, es necesario mencionar, que si bien en el pasado la Corte
aplicó  el  numeral  14 del  artículo 28 del  Código  General  del  Proceso para
resolver conflictos de competencia atinentes a diligencias de «aprehensión y
entrega»2  , un replanteamiento del tema ha llevado a cambiar ese criterio,
para en definitiva  entender  que en esa  clase  de peticiones  propias de la
modalidad de pago directo prevista en el artículo 60 de la Ley de garantías
Mobiliarias,  ciertamente  se  está  haciendo  ejercicio  del  derecho  real  de
prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito sin necesidad de
acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y entregue el bien
pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de ideas, la regla
de competencia territorial, que de manera más cercana encaja en el

1 Corte Suprema de Justicia, Auto AC747 de 28 de Febrero de 2018
2 Corte Suprema de Justicia, providencia del 2 de abril de 2019, No. AC1184-2019



caso, es la del numeral 7º del artículo 28 de la Ley 1564 de 2012, la
que a su vez posibilita cumplir con principios como los de economía
procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a quien mejor y
más  fácil  le  queda  disponer  lo  necesario  para  la  «aprehensión  y
entrega» es, sin duda, al del sitio en el que esté el bien objeto de la
diligencia.

Del mismo modo, en jurisprudencia reciente, se indicó:

 “(…) Es necesario mencionar que si bien en el pasado la Corte aplicó
el numeral 14 del artículo 28 del Código General del Proceso para
resolver  conflictos  de  competencia  atinentes  a  diligencias  de
“aprehensión  y  entrega” 5,  un  replanteamiento  del  tema  ha  llevado  a
cambiar  ese  criterio,  para  en  definitiva  entender  que  en  esa  clase  de
peticiones propias de la modalidad de pago directo prevista en el artículo 60
de la Ley de garantías Mobiliarias, ciertamente se está haciendo ejercicio del
derecho real de prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito sin
necesidad de acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y
entregue el bien pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de
ideas, la regla de competencia territorial, que de manera más cercana encaja
en el caso, es la del numeral séptimo del artículo 28 de la Ley 1564 de
2012, la que a su vez posibilita cumplir con principios como los de
economía procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a quien
mejor y más fácil le queda disponer lo necesario para la “aprehensión
y entrega” es, sin duda, al del sitio en el que esté el bien objeto de la
diligencia. 

Adicional, indicó:

Además,  la  anterior  inferencia  es  la  que  mejor  se  aviene  con  la
garantía del derecho al debido proceso, porque al acercar ubicación
de bien con domicilio de la obligada, se permite a esta última ejercer
de mejor manera su derecho de defensa.

(…)

Como corolario de lo expresado, debe acudirse al precitado foro privativo de
competencia y remitirse el caso al estrado donde se encuentra o debe
ubicarse el bien pignorado, esto es, la ciudad de Popayán conforme señala
el numeral séptimo del artículo 28 del Código General del Proceso, para que le
dé el trámite que legalmente corresponda, y se pondrá al tanto de ello a la
otra sede judicial involucrada”3.

En el caso bajo estudio se verifica que el vehículo sobre el cual versa la
solicitud de aprehensión y entrega se encuentra bajo posesión material y
única del  deudor  garante,  es  decir,  tiene la  «tenencia [...]  con ánimo de
señor o dueño» (art.  762 CC), el cual según los datos suministrados en el
escrito  de demanda y  en los anexos  aportados tiene  un domicilio  en la
ciudad de Barranquilla-Atlántico, en la dirección KRA 42 a # 4-84.

Por  lo
anterior,

3Corte  Suprema de  Justicia,  Sala  de  Casación Civil,  Radicación N.°  11001-02-03-000-
2021-00556-00; AC1979-2021 M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. 



resulta más que claro que el automotor se encuentra habitualmente en el
domicilio del deudor porque allí tiene su  «ánimo de permanencia»  (art. 76
ibídem), razón por la que deberá rechazarse la actuación y remitirse a los
Juzgados Civiles Municipales de la ciudad de Barranquilla –Atlántico para
lo de su competencia (art. 90 CGP), en consecuencia, el Juzgado. 

Así las cosas, el Juzgado Treinta y Ocho Civil Municipal de Bogotá D.C., de
conformidad  con  el  inciso  segundo,  artículo  90  del  Código  General  del
Proceso,

RESUELVE:

            1. RECHAZAR la presente solicitud de aprehensión y entrega del
vehículo identificado con placa  SDU-033,  en razón de lo expuesto en la
parte motiva de esta providencia. 

           2. ENVIAR a los Juzgados Civiles Municipales de la ciudad de
Barranquilla-Atlántico (reparto), dejándose las constancias del caso. Para lo
cual  deberá  ser  enviada  mediante  el  uso  de  las  tecnologías  (correo
electrónico). Ofíciese.

NOTIFÍQUESE, 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO
Juez
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL
DE BOGOTÁ D. C.

Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C., 

Exp. No. 110014003038-2022-00562-00

PROCESO:  GARANTIA MOBILIARIA

DEMANDANTE: BANCOLOMBIA S.A.

DEMANDADOS: NESTOR MAURICIO ABRIL ROJAS

Reunidas las exigencias formales de que tratan el artículo 60 de la Ley

1676 de 2013 y  el  artículo 2.2.2.4.2.3  del  Decreto 1835 de  2015,  este

Despacho dispone lo siguiente:

Primero- Librar  orden de  aprehensión del  vehículo de placas  ZYK-231

Nissan March de propiedad de NESTOR MAURICIO ABRIL ROJAS.

Segundo- Oficiar  a  la  POLICÍA  NACIONAL  -SIJIN-  SECCIÓN

AUTOMOVILES,  advirtiéndole  que una vez aprehendido el  vehículo,  sea

conducido  a  los  parqueaderos  autorizados  por  el  acreedor  garantizado

BANCOLOMBIA S.A., esto es, en alguno de los parqueaderos señalados en

el numeral SEGUNDO, del capítulo de PRETENSIONES, de la demanda

presentada.

Tercero- Así mismo, una vez aprehendido el vehículo precitado, HAGÁSE

LA ENTREGA de éste al  acreedor  BANCOLOMBIA S.A.,  en virtud de la

garantía mobiliaria constituida a su favor, con ajuste a lo indicado en el

parágrafo 2º del artículo 60 y el artículo 75 de la Ley 1676 de 2013, así

como los artículos2.2.2.4.2.68 y 2.2.2.4.2.70 del Decreto 1835 de 2015, en

el parqueadero que este indique.

Cuarto- Se reconoce a Katherin López Sanchez como apoderada judicial de

la  entidad  demandante,  para  los  fines  y  efectos  del  poder  que  le  fue

conferido



NOTIFIQUESE,

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO

JUEZ

Firmado Por:

 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL
DE BOGOTÁ D. C.

Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C.,

Exp. No. 110014003038-2022-00568-00

PROCESO: Ejecutivo para la efectividad de la garantía real

DEMANDANTE:  Carlos  Rojas  Gonzales,  Luz  Stella  Rojas  de

contreras,  Ruth  Soraya  Rojas  Gonzales,  William  Heriberto  Rojas

Gonzales,  Jorge  Humberto  rojas  Gonzales,  Rubén  Darío  Rojas

Gonzales, Martha Cecilia Rojas Gonzales y Lilia Janeth Rojas González.

DEMANDADO:  Julia  Nair  Cortes  Rodríguez  y  Wilson  Javier

Santamaría Cortes

Sería del caso determinar si hay lugar o no a librar mandamiento de pago,
pero en vista de la cuantía de las pretensiones de la demanda, se logra
observar  que son  de  mayor  cuantía,  es  decir,  superior  a  150  SMLMV.
Nótese  que  las  pretensiones  superan  la  suma  de  $173.700.000.  En
consecuencia, y por virtud del artículo 20, numeral 1º, del Código General
del Proceso, este proceso debe ser conocido por el Juez Civil del Circuito de
Bogotá (Reparto).

En consecuencia, y en aplicación de el canon 90 del C.G.P, este despacho,

RESUELVE

 PRIMERO-  RECHAZAR  de  plano  la  presente  demanda  por  falta  de
competencia, en razón al factor cuantía.

SEGUNDO-  REMITIR el  expediente  al  Juez Civil  del  Circuito  de Bogotá
(Reparto). 

NOTIFIQUESE, 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO
JUEZ
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David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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República de Colombia
Rama Judicial del Poder Público

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL MUNICIPAL
DE BOGOTÁ D. C.

Carrera 10 n.º 14-33 piso 11

Bogotá D.C., 

Exp. No. 110014003038-2022-00570-00

PROCESO: Garantía Mobiliaria
DEMANDANTE: BANCO DAVIVIENDA S.A.
DEMANDADO: CLAUDIA YANEHT VARGAS LOPEZ

Entraría el Despacho a resolver sobre la solicitud de aprehensión y entrega
del  vehículo  identificado  con  placa  WOR-657  dentro  del  trámite  de  la
referencia, de no ser porque se advierte que carece de competencia para
tramitar  el  presente  asunto,  pues  si  bien  esta  actuación  no  tienen  en
cuenta el fuero personal para terminar el factor territorial, lo cierto es que
la  Sala  de Casación Civil  de la  Corte  Suprema de Justicia1,  al  dirimir
conflictos de competencia ha aplicado el fuero real (núm. 7° art. 28 CGP),
por  lo  que  debe  verificarse  el  lugar  en  donde  se  encuentra  el  bien,
basándose en los elementos de convicción aportados junto con la solicitud.

“(…) en ese laborío  fluye que el  contexto  más próximo y parecido al  que
regulan los artículos 57 y 60 de la Ley 1676 de 2013 es el previsto en el
numeral 7° del artículo 28 del Código General del Proceso, en cuanto allí se
instituye, se itera, el criterio según el cual la asignación se determina por la
ubicación  de  los  bienes,  cuando  la  acción  abrigue  “derechos  reales”.  En
consecuencia  las  diligencias  de  este  linaje  se  atribuyen  a  los  Juzgado
Civiles Municipales o Promiscuos Municipales según sea en caso, de
donde  estén  los  muebles  garantizadores  del  cumplimiento  de  la
obligación.  1  ”      

Así mismo, la Corte en relación con los principios de economía procesal e
inmediación  los  cuales  rigen  en  todos  los  procesos  sin  importar  su
naturaleza señaló que: 

  “5. Finalmente, es necesario mencionar, que si bien en el pasado la Corte
aplicó el  numeral  14 del  artículo 28 del Código General  del  Proceso para
resolver conflictos de competencia atinentes a diligencias de «aprehensión y
entrega»2  , un replanteamiento del tema ha llevado a cambiar ese criterio,
para en definitiva entender  que en esa clase de peticiones propias de la
modalidad de pago directo prevista en el artículo 60 de la Ley de garantías
Mobiliarias,  ciertamente  se  está  haciendo  ejercicio  del  derecho  real  de
prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito sin necesidad de
acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y entregue el bien
pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de ideas, la regla
de competencia territorial, que de manera más cercana encaja en el

1 Corte Suprema de Justicia, Auto AC747 de 28 de Febrero de 2018
2 Corte Suprema de Justicia, providencia del 2 de abril de 2019, No. AC1184-2019



caso, es la del numeral 7º del artículo 28 de la Ley 1564 de 2012, la
que a su vez posibilita cumplir con principios como los de economía
procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a quien mejor y
más  fácil  le  queda  disponer  lo  necesario  para  la  «aprehensión  y
entrega» es, sin duda, al del sitio en el que esté el bien objeto de la
diligencia.

Del mismo modo, en jurisprudencia reciente, se indicó:

 “(…) Es necesario mencionar que si bien en el pasado la Corte aplicó
el numeral 14 del artículo 28 del Código General del Proceso para
resolver  conflictos  de  competencia  atinentes  a  diligencias  de
“aprehensión y entrega” 5,  un  replanteamiento  del  tema ha llevado  a
cambiar  ese  criterio,  para  en  definitiva  entender  que  en  esa  clase  de
peticiones propias de la modalidad de pago directo prevista en el artículo 60
de la Ley de garantías Mobiliarias, ciertamente se está haciendo ejercicio del
derecho real de prenda, a efecto de poder el acreedor satisfacer su crédito
sin necesidad de acudir a los jueces, salvo, claro está, para que se retenga y
entregue el bien pignorado y del cual carece de tenencia. Y en ese orden de
ideas, la regla de competencia territorial, que de manera más cercana encaja
en el caso,  es la del numeral séptimo del artículo 28 de la Ley 1564
de 2012, la que a su vez posibilita cumplir con principios como los
de economía procesal e inmediación, habida cuenta que al juez a
quien  mejor  y  más  fácil  le  queda  disponer  lo  necesario  para  la
“aprehensión y entrega” es, sin duda, al del sitio en el que esté el
bien objeto de la diligencia. 

Adicional, indicó:

Además,  la  anterior  inferencia  es  la  que  mejor  se  aviene  con  la
garantía del derecho al debido proceso, porque al acercar ubicación
de bien con domicilio de la obligada, se permite a esta última ejercer
de mejor manera su derecho de defensa.

(…)

Como corolario de lo expresado, debe acudirse al precitado  foro privativo
de competencia y remitirse el caso al estrado donde se encuentra o
debe ubicarse el bien pignorado, esto es, la ciudad de Popayán conforme
señala el numeral séptimo del artículo 28 del Código General del Proceso,
para que le dé el trámite que legalmente corresponda, y se pondrá al tanto
de ello a la otra sede judicial involucrada”3.

En el caso bajo estudio se verifica que el vehículo sobre el cual versa la
solicitud de aprehensión y entrega se encuentra bajo posesión material y
única del deudor garante, es decir,  tiene la «tenencia [...]  con ánimo de
señor o dueño» (art.  762  CC), el cual según los datos suministrados en el
escrito  de  demanda  y  en  los  anexos  aportados  tiene  domicilio  en
Ramiriquí - Boyacá, en la Vereda Caicedo, Finca La Unión.

3Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  Radicación N.° 11001-02-03-000-
2021-00556-00; AC1979-2021 M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. 



Por  lo  anterior,  resulta  más  que  claro  que  el  automotor  se  encuentra
habitualmente en el domicilio del deudor porque allí tiene su  «ánimo de
permanencia»  (art.  76  ibídem),  razón  por  la  que  deberá  rechazarse  la
actuación y remitirse a los Juzgados Promiscuos Municipales de Ramiriquí
–Boyacá para lo de su competencia (art. 90 CGP).

Así las cosas, el Juzgado Treinta y Ocho Civil Municipal de Bogotá D.C., de
conformidad con  el  inciso  segundo,  artículo  90 del  Código  General  del
Proceso,

RESUELVE:

            1. RECHAZAR la presente solicitud de aprehensión y entrega del
vehículo identificado con placa  WOR-657, en razón de lo expuesto en la
parte motiva de esta providencia. 

           2. ENVIAR a los Juzgados Promiscuos Municipales de Ramiriqui -
Boyacá,  dejándose  las  constancias  del  caso.  Para  lo  cual  deberá  ser
enviada mediante el uso de las tecnologías (correo electrónico). Ofíciese.

NOTIFÍQUESE, 

DAVID ADOLFO LEÓN MORENO
Juez

Firmado Por:

 

David     Adolfo Leon     Moreno

Juez

Juzgado Municipal

Civil 038
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